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A.  Idea Matriz. 

El  voto  voluntario  ha  sido  el  cambio  mas  revolucionario  a  nuestro
sistema electoral en años, pasando con ello a ser un derecho reconocido
constitucionalmente.  Adicionalmente  se  incorporó  la  inscripción
automática en los padrones electorales por muchos considerado como
un gran avance. 

Sin  embargo,  la  participación  de  la  ciudadanía  ha  decrecido  en  los
últimos años y este proyecto de ley tiene como idea matriz contribuir a
que dicha tendencia  se revierta,  proponiendo mecanismos que harán
que  la  concurrencia  a  los  locales  de  votación  sea  más  expedita  y
amigable con la ciudadanía.  

Adicionalmente, se solicita a los ciudadanos que, cuando corresponda,
informen al Servicio Electoral correspondiente a su domicilio el deseo de
no ejercer el derecho a voto voluntario. Poder conocer con claridad y de
manera oportuna la cantidad de ciudadanos que concurrirán a las urnas
en  determinados  procesos  electorales  contribuirá  a  mejorar  la  su
planificación, teniendo como consecuencia una asignación mas eficiente
y con un significativo ahorro en el presupuesto de la nación. 

B. Fundamentos. 

La discusión sobre si el voto debe ser voluntario u obligatorio es uno de
los tópicos más fuertemente discutidos en los países de occidente. En
ellos encontramos justificaciones que parecerían ser suficientes para los
defensores de ambas teorías. 

Sin perjuicio de ser este un tema que forma debates acalorados en el
mundo, el presente proyecto de ley considera que el voto es un derecho
de  los  ciudadanos  y  por  tanto,  ellos  tienen  la  libertad  absoluta  de
ejercerlo en los procesos eleccionarios que estimen pertinentes. 



Este proyecto de ley agrega a la discusión un criterio de  eficiencia, el
cual  considera  de  manera  trascendental  el  momento en  que  el
ciudadano  toma  la  decisión  de  participar  -o  no  participar-  en  los
procesos eleccionarios.  Creemos que un conocimiento oportuno de la
cantidad real de votantes por parte del Servicio Electoral no afecta al
derecho  consagrado  constitucionalmente  como  voto  voluntario,  sino
que,  muy  por  el  contrario,  lo  fortalece.  Una  comunicación  oportuna
sienta las bases para que el procedimiento sea  eficiente y  justo en la
distribución de los recursos de un Estado.  

Planteado de esa manera, consideramos también que debe haber cierta
armonía  entre  las  personas  que  deseen  participar  en  determinadas
elecciones y el Estado que posibilita tal derecho. Así, surge la necesidad
para las sociedades de logar una método que armonice, por un lado, la
facultad de los ciudadanos para ejercer libremente su derecho a voto y
por otro lado, que el ejercicio de ese derecho se efectúe de la manera
mas eficiente, eficaz y justa posible. Recordemos que los recursos de los
estados siempre son escasos. 

Para  el  desafío  planteado  en  los  párrafos  anteriores  analizaremos  la
situación actual de Chile, que ya cuenta con la inscripción automática en
los padrones electorales de todas las personas mayores de 18 años y la
voluntariedad de elegir el mismo día de la elección si concurrirá a votar
o no.  

Para la elección presidencial y parlamentaria de 2017 hubo tres fuentes
de gasto público:  1) el presupuesto asignado al Servel específicamente
para  esas  elecciones,  2)  el  financiamiento  público  al  inicio  de  las
campañas de diputados y senadores y; 3) el reembolso de los gastos de
campaña. 

Para los fines de este proyecto de ley, tomaremos en consideración los
gastos asignados por el presupuesto de la nación al Servicio Electoral,
específicamente para las elecciones parlamentarias y presidenciales. 

De  esta  forma,  en  términos  globales,  el  presupuesto  vigente  a
diciembre  de  2017  para  el  programa  de  Elecciones
Parlamentarias y Presidencial fue de $39.894.000.000 de pesos.



De  este  total,  $6.297  millones  (el  15,8%)  fueron  al  subtítulo  21  de
gastos de personal, $33.412 millones (el 83,8%) al subtítulo 22 de
bienes  y  servicios  de consumo y  los  $185  millones  restantes  (el
0,5%) al subtítulo de transferencias corrientes. 

Si además consideramos todos los gastos incurridos por el Estado en
dicho proceso eleccionario, que tiene como principal característica que
la decisión de votar o no votar ocurre el día mismo de la votación, el
total es de $60.255.000.000 de pesos  como lo muestra la siguiente
figura 1:
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En el programa de elecciones parlamentarias que tiene un gasto total de
$39.894  millones  de  pesos  es  correcto  señalar  que  dicho  acápite  es
diseñado  para  la  eventualidad  de  que  todos los  votantes  habilitados
concurran efectivamente a votar. 
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Para  el  caso  chileno,  esto  quiere  decir  que  el  Estado  debe  comprar
papeletas, libros, cedularios y pagar a todo el personal necesario para
responder  al  eventual  y  poco  probable  escenario  de  que  todos  los
hombres y mujeres concurran a ejercer su voto voluntario.  

Ahora  bien,  ¿Cuál  es  la  real  participación  de  los  chilenos  en  las
votaciones y su relación con los demás países occidentales? 

Para esto, lo primero que debemos analizar es la obligatoriedad del voto.
En  este  orden  de  cosas,  para  la  totalidad  del  continente  americano,
incluyendo  América  del  Norte,  América  Central  y  Sudamérica,  de  un
total de 23 países, 12 de ellos cuentan con voto obligatorio, esto es el
52,2%. 

Adicionalmente,  Chile  junto  con  Guatemala  y  Venezuela  tuvieron  en
algún  momento  de  su  historia  voto  obligatorio,  pero  cambiaron  la
legislación  para  permitir  el  voto  voluntario  en  2009,  1985  y  1993,
respectivamente. Destaca por su parte el caso de Uruguay, en que la
modalidad fue inversa puesto que en 1971 teniendo anteriormente voto
voluntario, se cambió la normativa estipulando el voto obligatorio, que
se mantiene hasta el día de hoy.

Con respecto a Europa, de 36 países, solo tres -Bélgica, Chipre y Grecia-
cuentan con voto obligatorio; esto es 8,3% del total de casos. Italia, los
Países Bajos y Suiza tuvieron en algún momento voto obligatorio, pero lo
abrogaron en 1992, 1967 y 1971 correspondientemente. 
En  los  siguientes  gráficos  representaremos  el  porcentaje  de
participación agrupado según si el voto es voluntario u obligatorio.  

Figura 2. Porcentaje de participación en la última elección:  países con
voto obligatorio:
Fuente: Base de datos de IDEA Internacional.



Figura 3. Porcentaje de participación en la última elección:  países con
voto voluntario.

Fuente: Base de datos de IDEA Internacional.

Como es posible observar, el promedio de participación en países con
voto voluntario es aproximadamente del 60%. Esto quiere decir que, en
promedio, los países que tienen voto en papel y voluntario desperdician
un poco mas del treinta por ciento de los insumos destinados para las
elecciones realizadas. 

Sin embargo,  si  analizamos los datos de Chile,  encontraremos que el
porcentaje de participación en las urnas es bajísimo, siendo sólo un poco
superior al 40%. Si relacionamos este porcentaje con los mas de 60.000
millones  de  pesos  que  nos  cuesta  a  todos  los  chilenos  los  procesos
eleccionarios,  la  conclusión  no  es  otra  que  la  ineficiencia  en  la
asignación de recursos. 

Los  diputados  que  suscriben  el  presente  proyecto  de  ley  tienen  la
convicción  de  que  con  electores  diligentes  que  informen  su  no
concurrencia a los procesos eleccionarios, la ineficiencia antes marcada
disminuirá.  En  la  misma  línea  de  ideas,  este  mejoramiento  en  el
procedimiento eleccionario no conculca de ninguna manera el derecho a
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*Recordar que en el caso de Uruguay, la progresión fue de voto voluntario a voto obligatorio, por tanto 
hubo en realidad un aumento de la participación.
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voto  voluntario,  solo  lo  ordena,  de  manera  de  ser  más  eficiente  la
asignación de recursos. 

Ahora  bien,  ¿por  qué  es  precisamente  en  Chile  donde  se  hace  más
urgente solicitar a los ciudadanos que informen su decisión de no ejercer
su derecho a voto? 

Además de la baja participación mencionada, es debido a que nuestro
país  es  en  donde  mas  se  evidencia  la  baja  de  participación  cuando
transitamos de un modelo de voto obligatorio a voto voluntario.   

Esto  lo  grafica  la  figura  4:  Cambio  en  la  participación  electoral  tras
aprobar voto voluntario.

Así  las  cosas,  vemos  que  respecto  al  cambio  en  el  porcentaje  de
participación  electoral  para la  elección inmediatamente anterior,  y  la
inmediatamente  posterior  a  la  adopción  del  voto  voluntario,  Chile  es
también  por  lejos  el  caso  con  una  caída  mayor  en  la  participación.
Cuando se compara únicamente la  elección inmediatamente anterior,
con la  posterior  al  voto  voluntario,  Chile  destaca por  la  agudeza del
fenómeno.  



Figura 5 Cambios en la participación en la elección anterior y posterior al
voto voluntario

Última  elección
con
voto obligatorio

Última  elección
con
voto voluntario

Diferencia

Chile 87,67 49,35 -38,32
Guatemal
a

69,16 56,44 -12,72

Uruguay 74,28 91,9 17,62
Venezuel
a

60 52,65 -7,35

Italia 87,44 86,14 -1,3
Países
Bajos

94,95 79,08 -15,87

Suiza 56,86 52,36 -4,5

Diagnosticar  si  el  porcentaje  de  participación  en  los  procesos
eleccionarios posteriores a la reforma constitucional que instauró el voto
voluntario  fue  acertado  o  no,  es  tarea  de  cientistas  políticos  y  de
docentes  en  derecho  constitucional,  escapando  de  esta  forma  a  los
límites autoimpuestos en este proyecto de ley. 

Sin perjuicio de aquello, nosotros creemos en el voto voluntario, libre y
sin sujeción a ninguna discriminación arbitraria. Es por esta razón que
sólo  le  solicitamos  al  ciudadano  que,  por  mera  eficiencia  en  la
asignación de recursos, informe su decisión de no concurrir a votar con
un plazo de aproximadamente dos meses. 

Luego,  en  esa  misma  línea  de  ideas,  un  segundo  punto  importante
incluido  en  este  proyecto  de  ley  es  mejorar  el  procedimiento  de
información a los votantes en relación a los lugares de votación. 

En la actualidad, los lugares de votación son informados por el Servicio
Electoral sólo un mes antes del día en que se realizarán los comicios
electorales  y  utilizando  información  del  domicilio  del  votante  que
muchas veces se encuentra desactualizada.  



La  unión  de  estas  dos  circunstancias  tiene  como  resultado  que  en
muchos casos, el lugar de votación asignado sea muy lejano al domicilio
actual de una persona. Esta falla en el proceso de asignación puede ser
producto de que el votante no haya notificado un cambio de domicilio o
que  el  recinto  electoral  quede  dentro  de  una  misma  comuna,
circunscripción  electoral  o  distrito,  pero  que  debido  a  lo  extenso  de
dicho territorio, el lugar quede demasiado alejado del domicilio. Ejemplo
de lo anterior son las regiones extremas de nuestro país, en las cuales
los  distritos  o  circunscripciones  corresponden  a  franjas  extensas  de
territorios.  

Para solucionar la situación antes descrita, el presente proyecto de ley
propone que el Servicio Electoral deba informar a la ciudadanía con tres
meses de anticipación cuales serán los recintos habilitados para ejercer
el  derecho  a  voto  y  cuales  les  corresponderá  a  cada  votante  en
particular. 

Complementando la idea anterior el proyecto de ley señala que cada
votante tendrá la facultad de solicitar de manera fundada el cambio del
recinto de votación, en un plazo no superior a los quince días, luego de
conocida la información. 

Esta última propuesta tiene la particularidad de que si el votante solicita
el cambio de lugar de votación debido a la cercanía que se encuentra su
domicilio  de  otro  recinto  de  votación,  el  Servicio  Electoral  no  podrá
negar  tal  solicitud  de cambio.  Es  importante  mencionar  que siempre
deben  ser  solicitudes  fundadas  y  respaldadas  con  la  documentación
pertinente.

Por las consideraciones planteadas es que proponemos el siguiente:  



Proyecto de ley 

Artículo primero: El voto es voluntario y todo ciudadano que no esté
inhabilitado o suspendido para votar podrá ejercerlo libremente.

Artículo  segundo: El  Servicio  Electoral  pondrá  a  disposición  de  la
ciudadanía, con tres meses de anticipación a la fecha de celebración de
los  comicios  electorales,  el  local  de  votación que le  corresponderá  a
cada  uno  los  ciudadanos  habilitados  para  ejercer  su  derecho  a  voto
voluntario.

Artículo tercero: Los  ciudadanos tendrán el  derecho de solicitar  de
manera fundada la modificación del lugar de votación informado por el
Servicio Electoral en un plazo no superior a quince días. 

En  ningún  caso  podrán  rechazarse  las  solicitudes  que  se  funden  en
razones geográficas, esto es, cuando el local de votación expresado por
el solicitante sea más cercano a su domicilio que el propuesto por el
Servicio Electoral.



Artículo  cuarto: En  caso  de  que  el  ciudadano  no  desee  ejercer  su
derecho a  voto  voluntario,  deberá  comunicar  tal  decisión  de  manera
presencial,  en  la  oficina  del  Servicio  Electoral  correspondiente  a  su
domicilio, el primer domingo del mes inmediatamente anterior al que se
realizarán los sufragios.

__________________________
KARIM BIANCHI RETAMALES

H. DIPUTADO.


